PRONUNCIAMIENTO N° 268-2011/DTN

Entidad:

Presidencia del Consejo de Ministros
Referencia:

Concurso Público Nº 003-2011-PCM, convocado para la “Contratación del servicio de seguridad y vigilancia de los locales de la Presidencia del Consejo de Ministros” 

1. ANTECEDENTES 

Mediante Oficio Nº 009-2011-PCM/C.E. CP Nº 003-2011-PCM, recibido el 02.AGO.2011, el Presidente del Comité Especial encargado de conducir el proceso de selección de la referencia remitió al Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE) las siete (7) observaciones formuladas por el participante EMPRESA DE SEGURIDAD, VIGILANCIA Y CONTROL S.A.C. (ESVICSAC), así como el informe técnico respectivo, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28 del Decreto Legislativo Nº 1017, que aprueba la Ley de Contrataciones del Estado, en adelante la Ley, y el artículo 58 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo 
Nº 184-2008-EF, en adelante el Reglamento.

Resulta importante resaltar que, en virtud de lo establecido en las normas antes citadas, independientemente de la denominación que les haya dado el participante, este Organismo Supervisor se pronunciará únicamente respecto de: a) las observaciones presentadas por el solicitante que no hayan sido acogidas o son acogidas parcialmente; b) las respuestas a las observaciones del solicitante que, pese a ser acogidas, son consideradas por éste contrarias a la normativa o c) el acogimiento de las observaciones formuladas por un participante distinto al solicitante, cuando éste último manifieste que considera tal acogimiento contrario a la normativa, siempre que el solicitante se haya registrado como participante antes del vencimiento del plazo para formular observaciones.
Sobre el particular, en la medida que las Observaciones Nº 1, Nº 3 y Nº 6 fueron acogidas, y al advertirse que la Observación Nº 7 en estricto se trata de una consulta, este Organismo Supervisor no se pronunciará respecto de ellas; sin perjuicio de las observaciones de oficio que se formulen respecto al contenido de las Bases, de conformidad con el inciso a) del artículo 58 de la Ley. 
De otro lado, si bien el Comité Especial indicó que acogió de la Observación Nº 5, se advierte que, en estricto, dicha observación no habría sido acogida, por lo que este Organismo Supervisor se pronunciará al respecto. 

Por último, en su solicitud de elevación, el observante cuestiona la absolución de la Observación Nº 2 formulada por el participante Protección y Resguardo S.A.. Al respecto, se advierte que la referida observación no habría sido acogida por el Comité Especial, por lo que este Organismo Supervisor no se pronunciará al respecto; sin perjuicio de las observaciones de oficio que se formulen respecto al contenido de las Bases, de conformidad con el inciso a) del artículo 58 de la Ley. 
2. OBSERVACIONES

Observante:
EMPRESA DE SEGURIDAD, VIGILANCIA Y CONTROL S.A.C. (ESVICSAC)
Observación Nº 2:
Contra los requerimientos técnicos mínimos

El observante cuestiona el numeral 3.1. del Capítulo III de la Sección Específica de las Bases, en el que se indicó que el pago del personal destacado por la empresa de seguridad y vigilancia no estaría sujeto al pago de la factura de los servicios por parte de la Presidencia del Consejo de Ministros, señalando que, por la naturaleza del servicio, la empresa tiene como obligación primordial brindar los servicios de vigilancia y seguridad, mientras que la Entidad tiene como obligación la de efectuar el pago. Es por ello que solicita que se suprima dicha disposición de las Bases. 
Pronunciamiento

Sobre el particular, el artículo 13 de la Ley, concordado con el artículo 11 del Reglamento, establece que la definición de los requerimientos técnicos mínimos es de exclusiva responsabilidad de la Entidad, sin mayor restricción que la de permitir la mayor concurrencia de proveedores en el mercado, debiéndose considerar criterios de razonabilidad, congruencia y proporcionalidad.

Por su parte, debe indicarse que el artículo 180 del Reglamento dispone que los pagos que la Entidad efectúa al contratista se realizarán después de que este ejecute la respectiva prestación. Asimismo, el artículo 181 del Reglamento establece que la Entidad deberá pagar las contraprestaciones pactadas a favor del contratista en la oportunidad establecida en las Bases o el contrato.

Es el caso que, de la revisión del numeral 3.1 del Capítulo III de la Sección Específica de las Bases, se requiere como obligación del contratista, que este abone la remuneración de forma oportuna y acorde con las normas vigentes a todos los trabajadores que presten el servicio, señalando además que aquello no se encontrará sujeto al pago de la factura de los servicios por el contrato celebrado. 
Ahora bien, respecto de la observación formulada, la Entidad sostiene que es obligación ineludible del contratista el asumir los pagos de su personal, señalando además que resulta obligación de la Entidad el cumplir con el pago del servicio dentro de los plazos previstos en el artículo 48 de la Ley, concordante con el artículo 181 del Reglamento.  
Asimismo, mediante el informe técnico emitido con ocasión de la elevación de las observaciones a las Bases, el Comité Especial indicó que lo requerido se sustenta en que una empresa que posee estabilidad económica, sería capaz de solventar el gasto por el servicio brindado, pudiendo cumplir con el contrato a cabalidad sin perjudicar a la Entidad contratante. 
Por lo expuesto, toda vez que es de exclusiva competencia y responsabilidad de la Entidad la determinación de su requerimiento, lo que, por ende, incluye las condiciones contractuales, entre las que se encuentra los requisitos establecidos para el pago, este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER la observación formulada.

Observación Nº 4:
Contra la información de la clausula quinta de la proforma de contrato
El observante cuestiona la absolución de su Consulta Nº 2, puesto que el Comité Especial manifestó que no resultaría posible que se precise la fecha exacta de inicio y culminación del servicio, lo cual contravendría la Directiva Nacional Nº 001-2010-MTPE/3/11.2, “Procedimiento de la inscripción en el Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación laboral – RENEEIL”. 

Asimismo, señala que, de conformidad con el artículo 32 del Reglamento de la Ley General de Inspección de Trabajo, constituye una infracción leve la no inscripción del contrato de locación de servicios suscrito con la empresa usuaria, la cual resulta pasible de sanción mediante multa. 
En ese sentido, el observante solicita que se precise la fecha exacta de inicio y término del contrato a fin de evitar la denegatoria de su registro del contrato y la imposición de la multa.
Pronunciamiento

De conformidad con el numeral 43 del Anexo Único del Reglamento, referido al Anexo de definiciones, la proforma de contrato es el proyecto de contrato a suscribirse entre la Entidad y el postor ganador de la buena pro y que forma parte de las Bases. 
Sobre el particular, en la clausula quinta de la proforma del contrato se ha previsto que el plazo de ejecución de la prestación se extenderá desde el día siguiente de la firma del contrato hasta el plazo de 24 meses o agotar el monto del contrato. 

Ahora bien, de acuerdo con lo señalado por el observante, dicha disposición estaría trasgrediendo el numeral VII de la Directiva Nacional Nº 001-2010-MTPE/3/11.2, “Procedimiento de la inscripción en el Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación laboral – RENEEIL”, aprobada mediante Resolución Ministerial Nº 048-2011-TR. En ella se indica que las Entidades que realizan actividades de intermediación laboral, que obtienen la Constancia de Inscripción en el Registro, al inicio de sus actividades presentan a la Autoridad Administrativa de Trabajo (AAT) lo siguiente: (i) contratos de locación de servicios y adendas con las empresas usuarias; (ii) contratos suscritos con los trabajadores; 
(iii) nómina de trabajadores (para el caso de las cooperativas de trabajo); y, (iv) carta fianza que garantice el cumplimiento de las obligaciones laborales y de seguridad social de los trabajadores destacados. 
Asimismo, con respecto al registro de los contratos de locación de servicios suscritos con las empresas usuarias, en el acápite referido al plazo de presentación del contrato, contenido en el numeral 7.1.1 del mencionado dispositivo legal, se ha indicado que los contratos se presentarán ante la ATT dentro de los quince (15) días naturales de su suscripción. 
De lo expuesto, se advierte que, a partir de la fecha de suscripción del contrato, el observante tiene un plazo de quince (15) días naturales para ingresar su contrato en el registro de contratos suscritos con áreas usuarias, por lo que el hecho de que no se indique la fecha exacta de inicio y término de la prestación no implicaría algún perjuicio para el contratista. 
Asimismo, corresponde precisar que resultaría excesivo que, para efectos de la integración de las Bases, se requiera que se indique con precisión la fecha de inicio, así como la fecha de culminación de la prestación, a pesar de que aún no se tiene la certeza de dicha información, puesto que no resulta posible determinar si el consentimiento se producirá el mismo día de la notificación de su otorgamiento o si se producirá a los ocho (8) días del otorgamiento; si se presentará algún recurso de impugnación o no; si la documentación requerida para la suscripción del contrato se presentará en el plazo máximo de diez (10) días hábiles o en un plazo menor; entre otros. 
En ese sentido, en la medida que no resulta posible determinar la fecha de inicio o la fecha de culminación de la prestación, este Organismo Supervisor ha previsto NO ACOGER la presente observación. 
Observación Nº 5:
Contra las penalidades contenidas en la 
Clausula Duodécima de la proforma del 
contrato
El observante cuestiona que, mediante la absolución de la Consulta Nº 3, se haya previsto que, en el caso de la penalidad referida a la falta de cobertura de los puntos de vigilancia, se haya indicado que la sanción será de S/. 300.00 por hora hasta el tope de dos horas y se podrá resolver el contrato si pasadas las 24 horas no se ha cubierto el puesto, señalando que el establecer sanciones sucesivas para un mismo hecho implicaría una trasgresión al principio Non Bis in Ídem, consagrado en el numeral 10 del artículo 230 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
Asimismo, señala que la normativa de contrataciones ha previsto expresamente las causales y el procedimiento de resolución del contrato, el que se estaría incumpliendo con la referida penalidad.
Por lo expuesto, se entendería que el observante estaría requiriendo que se elimine la posibilidad de resolver el contrato en caso la empresa de seguridad no cumpla con mantener cubiertos los puestos de vigilancia.
Pronunciamiento

En principio, cabe señalar que en la cláusula duodécima de la proforma de contrato, se estableció, entre otras, la siguiente penalidad:

	INCUMPLIMIENTO
	PENALIDAD

	DE LA EMPRESA
	

	· Puestos de vigilancia no cubiertos
	S/. 300.00 por hora hasta el tope de dos horas y se podrá resolver el contrato 


Sin embargo, mediante la absolución de la Consulta Nº 3 formulada por el participante Empresa de Seguridad, Vigilancia y Control S.A.C., se modificó dicha penalidad, conforme al siguiente detalle:

	INCUMPLIMIENTO
	PENALIDAD

	DE LA EMPRESA
	

	· Puestos de vigilancia no cubiertos
	S/. 300.00 por hora hasta el tope de dos horas y se podrá resolver el contrato si, pasadas las 24 horas, no se ha cubierto el puesto.


Al respecto, el artículo 166 del Reglamento señala que en las Bases podrá establecerse penalidades distintas a la penalidad por mora en la ejecución de la prestación, siempre que sean objetivas, razonables y congruentes con el objeto de la convocatoria; es así que la sola configuración del supuesto de infracción contemplado en las Bases por parte del contratista, faculta a la Entidad para la aplicación de la multa respectiva, independientemente de los mecanismos de defensa que pueda utilizar el contratista, según lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley.

Como puede apreciarse, la norma antes descrita establece que las penalidades además de ser objetivas y razonables, deben ser congruentes con la prestación a cargo del contratista. Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que el objeto de una penalidad es disuadir al contratista del incumplimiento o del cumplimiento defectuoso de las prestaciones a las que se comprometió al momento de presentar su oferta. Por tanto, los supuestos bajo los cuales se configura su aplicación deben estar directamente relacionados con la prestación a su cargo.

Por su parte, el artículo 168 del Reglamento, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley, establece los supuestos en los que las entidades pueden resolver el contrato; dichos supuestos son los siguientes: i) se incumpla injustificadamente obligaciones contractuales, legales o reglamentarias a su cargo, pese a haber sido requerido para ello; ii) se haya llegado a acumular el monto máximo de la penalidad por mora o el monto máximo para otras penalidades, en la ejecución de la prestación a su cargo; o iii) se paralice o reduzca injustificadamente la ejecución de la prestación, pese a haber sido requerido para corregir tal situación.

Asimismo, corresponde precisar que para resolver el contrato, deberá darse estricto cumplimiento al artículo 169 del Reglamento, en el que se ha previsto el procedimiento de resolución del contrato.
En el presente caso, en la proforma del contrato se ha previsto que, en caso se advierta que los puestos de vigilancia no se encuentran cubiertos, se aplicaría una penalidad de S/. 300.00 por hora hasta el tope de dos (2) horas y se podrá resolver el contrato si, pasadas las 24 horas, no se ha cubierto el puesto.

De lo indicado se desprende que la Entidad, en los términos de referencia, ha regulado un supuesto de resolución del contrato diferente a los establecidos por el artículo 168 del Reglamento. 

En esa medida, toda vez que la aplicación de la resolución no se encuentra acorde a lo dispuesto en el artículo 168 del Reglamento, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la presente observación, debiendo eliminarse la referencia a la resolución del contrato en caso se advierta que los puestos de vigilancia no se encuentran cubiertos. 
No obstante ello, de conformidad con el artículo 168 del Reglamento, la Entidad podrá resolver el contrato en caso se acumule el monto máximo de las penalidades previstas en la Clausula Duodécima de la proforma del contrato, dentro de la que se incluye la penalidad materia de evaluación, el que, de conformidad con el artículo 166 del Reglamento, será equivalente al diez por ciento (10%) del monto del contrato, para lo que deberá considerar el procedimiento previsto en el artículo 169 del Reglamento, sin perjuicio de que pueda resolverse el contrato en función a las otras causales de resolución previstas en la normativa de contrataciones.
3. CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE CONTRATACIONES DEL ESTADO

En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de contrataciones del Estado, conforme a lo señalado en el inciso a) del artículo 58 de la Ley, este Organismo Supervisor ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a la Ley y el Reglamento. 

3.1. Recurso de apelación

De acuerdo con el artículo 53 de la Ley, el Tribunal de Contrataciones del Estado será competente para conocer y resolver los recursos de apelación que cuestionen el otorgamiento de la buena pro, únicamente, cuando el valor referencial supere las seiscientas Unidades Impositivas Tributarias (600 UIT).

Por tanto, en la medida que el valor referencial del presente proceso es mayor a 600 UIT, deberá corregirse el numeral 2.1 de la sección general de las Bases, de modo tal que se indique que, ante un recurso de apelación, quien deberá conocerlo y resolverlo, será el Tribunal de Contrataciones del Estado. 

3.2. Base legal
En el numeral 1.10 de la Sección Específica de las Bases se hace referencia, como base legal, al “Decreto Supremo Nº 005-94-IN, Reglamento de servicios de seguridad privada” y “Decreto Supremo Nº 006-94-IN, modifica diversos artículos del Reglamento de servicios de seguridad privada”. 

Al respecto, es preciso indicar que el 31.MAR.2011, se aprobó mediante Decreto Supremo Nº 003-2011-IN, el Reglamento de la Ley Nº 28879 – Ley de Servicios de Seguridad Privada, derogándose así el Decreto Supremo Nº 005-94-IN.

En tal sentido, con motivo de la integración de las Bases, deberá modificarse la base legal, tomando en cuenta lo dispuesto en el párrafo precedente.  
3.3. Plazo para la suscripción del contrato

En atención a lo previsto en el artículo 148 del Reglamento, dentro de los dos (2) días hábiles siguientes al consentimiento de la Buena Pro, la Entidad deberá citar al postor ganador otorgándole el plazo establecido en las Bases, el cual no podrá ser menor de cinco (5) ni mayor de diez (10) días hábiles, dentro del cual deberá presentarse a la sede de la Entidad para suscribir el contrato con toda la documentación requerida. 

En tal sentido, deberá precisarse en el numeral 2.8 de la Sección Específica de las Bases que el plazo para la presentación de la documentación necesaria para la suscripción del contrato y la firma del mismo será de diez (10) días hábiles, el cual será contabilizado a partir del día siguiente de la citación que realice la Entidad.

3.4. Contenido de las propuestas
3.4.1. En el listado de la documentación de presentación obligatoria se indicó que, adicionalmente a la declaración jurada de cumplimiento de los términos de referencia, contenida en el Capítulo III de la Sección Específica de las Bases, se debe presentar la copia simple de contratos o certificados que acrediten los años de experiencia mínima solicitada para el personal (agentes de vigilancia), señalada en los términos de referencia. 
Sobre el particular, corresponde precisar que para acreditar la experiencia del personal propuesto, además de las constancias o certificados, se puede presentar cualquier otro documento que, de manera fehaciente, demuestre el tiempo de experiencia de dicho personal. 

3.4.2. En el acápite referido a la documentación de presentación facultativa, se advierte que se ha previsto lo siguiente: “Documentos para la aplicación de todos los factores de evaluación (en el caso del factor “Experiencia del postor”, Anexo 
Nº 06)”. 

Ahora bien, se advierte que no se ha previsto el detalle de la documentación que los postores deberán presentar para acreditar el cumplimiento de los factores de evaluación previstos en el Capítulo III de la Sección Específica de las Bases, por lo que, con motivo de la integración de las Bases, deberá indicarse dicha información. 
3.4.3. Con relación a la propuesta económica, corresponde precisar lo siguiente:

· El artículo 63 del Reglamento establece que la propuesta técnica tendrá que ser presentada en original y el número de copias requeridos en las Bases, el que no puede exceder de la cantidad de miembros que conforman el Comité Especial, mientras que la propuesta económica solo se presentará en original. 


Por tanto, corresponderá que el Comité Especial especifique en el acápite referido a la propuesta económica, previsto en el numeral 2.5. de la Sección Específica de las Bases, que ésta solo se presentará en original. 

· Si bien se advierte que el monto previsto como garantía de seriedad de oferta está conforme con lo previsto en el artículo 157 del Reglamento, dicho monto también deberá ser expresado en letras. 
3.5. Términos de referencia

· En el numeral 2 del Capítulo III de la Sección Específica de las Bases se ha previsto que, en caso de reemplazo de personal, tanto agentes de vigilancia como supervisor, el nuevo personal deberá tener experiencia y estudios equivalentes a los agentes o supervisor salientes, lo cual será sustentado con la documentación correspondiente. Asimismo, señala que dicho reemplazo se encontrará sujeto a la evaluación y aprobación por parte del encargado de la seguridad de la PCM. 

Asimismo, mediante la absolución de la Consulta Nº 1 presentada por el participante MORGAN DEL ORIENTE S.A.C, el Comité Especial indicó que el personal podrá ser reemplazado por otro personal con igual o superior perfil siempre y cuando los cambios se encuentren debidamente sustentados.

Sobre el particular, corresponde precisar que el cambio se realiza en situaciones excepcionales debidamente demostradas y que no sean atribuibles al contratista, debiendo realizarse dicha precisión en las Bases. 

Asimismo, con motivo de la integración de las Bases, deberá precisarse el procedimiento a seguir para realizar el reemplazo del personal propuesto, así como precisar los documentos que deberán presentarse para realizar dicho procedimiento, los que deberán encontrarse de acuerdo a lo señalado como requerimiento mínimos del personal propuesto.
· En primer lugar, corresponde precisar que, en el numeral 3.5. del Capítulo III de las Bases se puede apreciar que se estaría solicitando el cumplimiento de algunos requisitos del personal operativo requeridos en el artículo 83 del Reglamento de Servicios de Seguridad Privada, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 005-94-IN.
Sin embargo, debe señalarse que mediante Decreto Supremo Nº 003-2011-IN, que aprueba el Reglamento de la Ley Nº 28879 – Ley de Servicios de Seguridad Privada, de fecha 31.MAR.2011, se derogó el Decreto Supremo Nº 005-94-IN. 
De otra parte, corresponde precisar que, algunas de las características mínimas requeridas para los agentes de vigilancia, tales como contar con secundaria completa y contar con capacidad física y mental, ya han sido verificadas por la DICSCAMEC al momento de otorgar el carné de identificación a los vigilantes.

En ese sentido, deberá suprimirse las características técnicas mínimas que ya hayan sido requeridas y verificadas por la (DICSCAMEC) para otorgar el referido carné de identificación a los vigilantes.
· Deberá precisarse en el acápite referido a la “Documentación a presentar por el adjudicatario”, previsto en el numeral 3.4. de la Sección Específica de las Bases, si la documentación requerida se presentará para la suscripción del contrato, o en su defecto, deberá precisar cuándo lo presentará.
· En el numeral 4.2. del Capítulo III de la Sección Específica de las Bases se ha previsto que en caso de pérdidas, robos o siniestros, dentro de las veinticuatro (24) horas de ocurrido el hecho, se debe deslindar responsabilidades para lo cual la empresa de seguridad y vigilancia deberá formular el informe  correspondiente inmediatamente ocurrido el hecho, simultáneamente el órgano encargado de la Entidad formulará denuncia policial correspondiente. Del mismo modo, se señala que la empresa se obliga a efectuar la reposición del bien materia del siniestro, robo o asalto, independientemente del avance del proceso de investigación policial.
Asimismo, con motivo de la absolución a la Consulta N° 3 formulada por la empresa MORGAN DEL ORIENTE S.A.C se dispuso lo siguiente: “En los numerales 4.1. INSPECCIONES Y RONDAS POR PARTE DE LA EMPRESA DE SEGURIDAD, y 4.2. OTROS REQUERIMIENTOS, se precisan los mecanismos, procedimientos imparciales a efecto de esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades del caso, se indica claramente que habrá intervención de la Policía Nacional del Perú a efectos de determinar responsabilidades y, efectivamente, luego de finalizada la investigación policial se determinará las responsabilidades del caso”.

Como se puede advertir, no queda lo suficientemente claro si para determinar las responsabilidades en casos de siniestro, pérdida o robo, se esperará el resultado de la investigación policial o si bastará con el procedimiento previsto en el numeral 4.2. del Capítulo III de la Sección Específica de las Bases, sin perjuicio de la denuncia policial que se realice, por lo que deberá realizar la aclaración correspondiente.  

Para ello deberá considerar que constituye una obligación esencial del contratista que presta el servicio de seguridad y vigilancia privada obrar con la diligencia debida y cumplir con todas las reglas de seguridad que imponga la Entidad, debiendo aquel hacerse cargo de la custodia y protección de la vida e integridad del personal de la institución, así como de sus bienes e instalaciones, resguardando éstos últimos de posibles daños originados a causa de pérdida, sustracción y/o deterioro. 


En ese sentido, si bien ello no significa que dicha obligación justifique la directa atribución de responsabilidades al contratista por la simple ocurrencia del hecho, sin que haya mediado previamente las investigaciones que acrediten su responsabilidad, resultaría excesivo para la Entidad tener que esperar a las conclusiones de la investigación que realice la Policía Nacional o el Ministerio Público, para poder determinar el incumplimiento de obligaciones contractuales.

Por tanto, resulta razonable que la Entidad establezca para ello un procedimiento objetivo, previo e imparcial
, a través del cual se determine si en el caso de producirse pérdidas, daños o perjuicios sobre sus bienes, éstos pudieran ser atribuibles al contratista debido al incumplimiento de sus obligaciones expresamente establecidas en el contrato o por el actuar de su personal sin la diligencia ordinaria requerida dentro del contrato, caso en el cual, procedería la reposición o reparación de los bienes, sin perjuicio de la denuncia policial que la Entidad pueda plantear. 

· En el numeral 8 del capítulo III de la Sección Específica de las Bases se ha previsto que el servicio podrá ampliarse o disminuirse hasta el 25% del valor del contrato, en cualquier momento de la ejecución, bastando solo una comunicación simple por escrito de parte de la Oficina de Asuntos Administrativos. 

De lo expuesto, se advierte que dicha disposición, en estricto se encuentra relacionada a los adicionales y reducciones consagrados en los artículos 41 de la Ley y 174 del Reglamento. Es por ello que, con ocasión de la integración de las Bases, deberá precisarse que dicho acápite se encuentra referido a los adicionales y reducciones, y deberá indicarse que para el otorgamiento de los adicionales, deberá cumplirse con las formalidades previstas en la normativa de contratación pública. 
3.6. Factores de evaluación
Factor de evaluación “Otros factores referidos al objeto de la convocatoria”
De conformidad con el artículo 43 del Reglamento, los factores de evaluación deberán ser objetivos y congruentes con el objeto de la convocatoria, debiendo sujetarse a criterios de razonabilidad y proporcionalidad. 
Sobre el particular, se advierte que en el sub factor de evaluación referido al personal a cargo de la selección del personal, se ha previsto lo siguiente:

“PERSONAL A CARGO DE LA SELECCIÓN DE PERSONAL 
Se evaluará el profesional a cargo de la selección del personal

05 puntos

Cuenta con área especializada en la selección de su personal, a cargo de un psicólogo colegiado, acreditado a través de la presentación de la planilla electrónica, correspondiente al mes anterior a la fecha de presentación de propuestas, en donde figure dicho profesional. En caso de no contar con dicho profesional dentro de su organización, podrá presentar copia del contrato con un centro de salud mental debidamente autorizado que acredite que le brinda dicho servicio”. 
En la medida que, de lo señalado, se advierte que se estaría calificando a un personal que no participa en el desarrollo del presente servicio, deberá eliminarse el presente factor de evaluación, debiendo redistribuirse el puntaje de forma proporcional. 
3.7. Otras precisiones 

· En aplicación de lo dispuesto en el artículo 155 del Reglamento, deberá suprimirse de la Cláusula Sétima de la proforma del contrato la restricción de presentar como garantías sólo cartas fianza emitidas por el Banco, pudiendo presentarse cartas fianza emitidas por cualquier entidad bancaria o financiera autorizada para ello por la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones (SBS).
· Deberá cumplirse con lo indicado en la Notificación Nº 7896-2011 de la Sub Dirección de Supervisión de este Organismo Supervisor realizada a través del SEACE 
4. CONCLUSIONES

En virtud de lo expuesto, este Organismo Supervisor ha dispuesto:

4.1. NO PRONUNCIARSE respecto de las Observaciones Nº 1, Nº 3, Nº 6 y Nº 7, así como del Cuestionamiento Único, formulados por el participante EMPRESA DE SEGURIDAD, VIGILANCIA Y CONTROL S.A.C. (ESVICSAC), contra las Bases del Concurso Público Nº 003-2011-PCM, convocado para la “Contratación del servicio de seguridad y vigilancia de los locales de la Presidencia del Consejo de Ministros”, en la medida que no se enmarca en ninguno de los supuestos de emisión de pronunciamiento previstos en el artículo 58 del Reglamento.
4.2. NO ACOGER las Observaciones Nº 2 y Nº 4 formuladas por el participante EMPRESA DE SEGURIDAD, VIGILANCIA Y CONTROL S.A.C. (ESVICSAC), contra las Bases del Concurso Público Nº 003-2011-PCM, convocado para la “Contratación del servicio de seguridad y vigilancia de los locales de la Presidencia del Consejo de Ministros”. 
4.3. ACOGER la Observación Nº 5, formulada por el participante EMPRESA DE SEGURIDAD, VIGILANCIA Y CONTROL S.A.C. (ESVICSAC), contra las Bases del Concurso Público Nº 003-2011-PCM, convocado para la “Contratación del servicio de seguridad y vigilancia de los locales de la Presidencia del Consejo de Ministros”.
4.4. El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas por el OSCE en el numeral 3 del presente pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases del presente proceso de selección y a su vez remitir la información solicitada.  
4.5. Publicado el pronunciamiento en el SEACE, éste deberá ser implementado estrictamente por el Comité Especial, previa coordinación con el área usuaria, en lo que se refiere a la precisión y modificación de las especificaciones técnicas, aun cuando ello implique que dicho Comité acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de sus etapas, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que se a necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento.
4.6. A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas y  observaciones, de acuerdo con el numeral 2 del Anexo de Definiciones del Reglamento. La integración y su publicación en el SEACE deberá ser efectuada dentro de los dos (2) días hábiles siguientes de notificado el pronunciamiento.
4.7. Conforme al artículo 58 del Reglamento, compete exclusivamente al Comité Especial implementar estrictamente lo dispuesto por este Organismo Supervisor en el presente pronunciamiento, bajo responsabilidad, no pudiendo continuarse con el trámite del proceso en tanto las Bases no hayan sido integradas correctamente, bajo sanción de nulidad de todos los actos posteriores.
4.8. Al momento de integrar las Bases el Comité Especial deberá modificar las fechas de registro de participantes, integración de Bases, presentación de propuestas y otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 53 del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de haber quedado integradas las Bases, y que a tenor del artículo 24 del Reglamento, entre la integración de Bases y la presentación de propuestas no podrá mediar menos de cinco (5) días hábiles, computados a partir del día siguiente de la publicación de las Bases integradas en el SEACE.

Jesús María, 16 de agosto de 2011

JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo

PSA/.
� 	En el que el contratista pueda efectuar el deslinde de responsabilidades.





